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S ALA VACACTIONES

Ne de Registro 548/92

ASUNTO: Amparo promovido por
Excmos. Sres.: don José Antonio Escalada Fer-—
néndez.
SOBRE: Autos del Juzgado Toga-

do Militar Territorial nim. 18

D. Luis Lépez Guerra
D. Vicénte Gimeno Sendra
D. Pedro Cruz Villalén (Cartagena), dictados en dili-
' gencias preparatorias por de-
lito de desercién.

En el recurso de sOplica interpuesto por el Abogado
del Estado en la pieza separada de suspensién correspondiente
al asunto de referencia, la Sala ha acordado dictar el siguien-
te

AUTO

I. ANTECEDENTES

T~ 1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
18 de mayo de 1992, el Procurador don Eusebio Ruiz Esteban,
obrando en nombre y representacién de don José Antonio Escalada
Fernéndez y don Manuel Blézquez Solis, interpuso recurso de am-
paro contra los Autos del Juzgado Togado Militar Territorial
nam. 18 de 5 de agosto, 9 vy 11 de septiembre de 1991 y los dic-
tados por el Tribunal Militar Territorial Primero el 3 de fe-
brero de 1992.
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2. En cuanto se refiere al Sr. Escalada, la demanda
de amparo trae causa de los siguientes hechos:

A) El demandante prestaba el servicio militar obli-
gatorio en la corbeta "Infanta Elera" cuando, debido al proyec-
tado envio de dicho buque a la zona del Golfo Pérsico, tomé 1la
decisién de ausentarse de su unidad El1 4 de abril de 1991 re-
solvié poner fin a su ocultamiento y presentarse voluntariamen-—
te ante el Juzgado Togado Militar nGm. 32 (Barcelona), acordén-
dose desde esa fecha su detencién y posterior ingreso en un
centro penitenciario militar bajo la acusacién de delito de de-
sercién (Diligencias Preparatorias nam. 18/2/91 del Juzgado
Togado Militar nGm. 18, radicado en Cartagena). En el mismo dia
de su presentacién y detencién, y con asistencia letrada, mani-
festé que se negaba a seguir prestando el servicio militar.

B) Puesto en libertad provisional mediante Auto de
3 de julio de 1991, el actor no se presentdéd en su destino, man-
teniéndose aln hoy en ignorado paradero; por cuyo motivo se in-
coaron las Diligencias Preparatorias nGm. 18/140/91, también
por presunto delito de desercién. Con fecha de 5 de agosto, se
dicté Auto por el que se reformé el del 3 de julio anterior,
acorddndose la prisién preventiva rigurosa comunicada del de-
mandante, asi como su bUsqueda y captura y llamamiento por
requisitoria.

C) El1 22 de julio de 1991, el demandante interesé
la nulidad de todas las actuaciones practicadas, por estimar
vulnerado su derecho de defensa y a ser juzgado por autoridad
judicial independiente e imparcial. A través del Auto de 9 de
septiembre de 1991, el Juzgado denegdé la peticién de nulidad
formulada, resolviendo, por Auto del 11 de septiembre, declarar
conclusas las Diligencias Preparatorias nim. 18/2/91 y entregar
los autos al Fiscal, para que en el término de tres dias soli-
citase lo que estimara oportuno acerca del sobreseimiento o
apertura del juicio oral, y en este Gltimo supuesto calificase
por escrito los hechos.
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D) Frente a los Autos citados de 5 de agosto y 9 de
septiembre de 1991 dedujo el actor recurso de apelacién, el
cual fue desestimado por Auto de la Seccién Primera del Tribu-
nal Militar Territorial Primero de 9 de octubre de 1991, al que
se formulé un voto particular concurrente. Dicho Auto resultd
confirmado en stGplica por el de 3 de febrero de 1992.

3. En el escrito de demanda se consideran infringi-
dos los derechos fundamentales al Juez ordinario predeterminado
por la Ley y a un proceso con todas las garantfas (art. 24.2
C.E.), la independencia del Juez la primera, asi como los arts.
117.1 v 5 y 122 de la C.E. La demanda concluye con la suUplica
de que se dicte Sentencia por la que se otorgue el amparo soli-
citado, declaréndose la nulidad de las resoluciones impugnadas
en tanto que lesivas de los derechos fundamentales invocados,
al ser la figura del Juez Togado Militar en su actual organiza-
cién contraria al art. 24.2 C.E. Mediante otrosi, se solicita
igualmente la suspensién de la efectividad de los actos recu-

rridos en base a lo previsto en el art. 56.1 de la LOTC.

4. Por providencia de 18 de junio de 1992, la Sec-
cién Segunda de este Tribunal acordé admitir a trémite el pre-
sente recurso, sin perjuicio de lo que resultara de sus antece-
dentes, requerir del Juzgado el testimonio de las actuaciones
procesales e interesarle el emplazamiento de quienes hubieran
sido parte en el procedimiento, con excepcién del recurrente en
amparo, para que en el plazo de diez dias pudieran comparecer
en este proceso, asi como formar la correspondiente pieza sepa-
rada de suspensién. En dicha providencia se denegé la admisién
del recurso de amparo en cuanto al recurrente don Manuel
Blazquez Solis. Mediante resolucién de igual fecha, acordé 1la
Seccién, de conformidad con lo previsto en el art. 56 de la
LOTC, conceder un plazo comin de tres dfas al Ministerio Fiscal
y al solicitante del amparo, a fin de que dentro de dicho tér-
mino alegasen lo que estimaran pertinente en relacién con la
peticién de suspensién interesada.
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5. Mediante escrito registrado el 24 de junio, el
Abogado del Estado se persondé en el recurso y comparecié igual-
mente en la presente pieza separada, oponiéndose a la suspen-
sién solicitada por el actor. Por su parte, el Ministerio Fis-
cal presentd el 26 de junio su escrito de alegaciones. Con fe-
cha de 1 de julio, se extendidé diligencia para hacer constar
que, transcurrido con exceso el término concedido, el recurren-
te no habfa evacuado el trémite otorgado.

6. La Sala dicté Auto de fecha 20 de julio de 1992,
mediante el que acordd acceder a la peticién de suspensidén de
la ejecucién del Auto del Juzgado Togado Militar num. 18 de 5
de agosto de 1991, dictado en las Diligencias Preparatorias
nam., 18/2/91. Segln la meritada resolucién, "es claro que pro-
cede otorgar la suspensién solicitada, ya que la indole de la
medida acordada lo aconseja para evitar la pérdida de finalidad
del amparo impetrado, que de otro modo se producirfia en la hi-
pbétesis de una Sentencia estimatoria del recurso interpuesto
dictada cuando el recurrente ya hubiera sufrido, total o par-
cialmente, la prisién preventiva cautelarmente resuelta. En
cambio, de la decisién de suspensién que el actor interesa no
se seguirfia perturbacién grave de los intereses generales o de
los derechos fundamentales o libertades pUblicas de un tercero,
por lo que, de conformidad con el art. 56.1 de la LOTC, no es
de apreciar obstédculo a tal suspensién, como ha entendido esta
Sala en supuestos de hecho similares". "Lo anterior debe enten-
derse, sin embargo, sin perjuicio de las facultades que al 6r-
gano judicial otorga y de las obligaciones que al procesado co-
rrelativamente impone el art. 233 de la Ley Orgénica 2/1989, de
13 de abril, Procesal Militar, las cuales, obviamente, no han
de verse afectadas por la medida cautelar que en este proceso
se adopta ahora". |

7. Contra el referido Auto de 20 de julio de 1992,
el Abogado del Estado, por escrito registrado el siguiente 22
de julio, formuld recurso de sUplica, solicitando, subsidiaria
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mente y al amparo del art. 57 LOTC, la modificacién de la medi-
da cautelar acordada.

A) Alega el Abogado del Estado, en primer lugar,
que la denegacién de la suspensién no hace perder al amparo su
finalidad. "La demanda de amparo no invoca la lesién del dere-—
cho a la libertad personal (art. 17.1 C.E.), sino la supuesta
violacién del derecho a juez independiente reconocido en el
art. 24.2 C.E. Mal podria invocar el art. 17.1 C.E. quien, con
su antijuridica conducta (ho comparecer ante el Juzgado y si-
tuarse en desconocido paradero), habia Jjustificado més que
sobradamente la revocacién de la libertad provisional de due
disfrutaba. Ahora bien, si la queja constitucional no se basa
en el art. 17.1 C.E. sino en el derecho a juez independiente,
no se puede decir que una resolucidén cautelar de carécter per-
sonal prive al amparo de suU finalidad m&s que cualquier otra
resolucién judicial. El1 amparo conserva su finalidad aun cuando
no se suspendiera ninguna de las resoluciones impugnadas; esa
finalidad se alcanzaria, si el recurso se estimara, mediante la
invalidacién de las resoluciones... recurridas. Que una de és-
tas pueda afectar a la libertad personal y otras no, es irrele-
vante desde el momento en que no se aduce violacién del derecho
de libertad personal...".

El Gltimo pérrafo del fundamento jurfidico 2¢ del
Auto que se recurre corrobora la anterior tesis. "Este parrafo
s6lo puede significar que se condiciona la suspensién otorgada
a que el recurrente de amparo cumpla las obligaciones derivadas
de la situacién de libertad provisional; y que si no las cum-
ple, el Juez militar podrd acordar la prisién preventiva sin
que a ello obste el auto de suspensién. Pero si esto es asfi,
...entonces es que la situacién de prisién preventiva no frus-
tra en si y por si{ misma la finalidad del amparo”.

B) En segundo lugar, la resoluciédn que se recurre
causa perturbacién grave de los intereses generales de la de-
fensa nacional y de la Justicia.
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a) "La resolucién suspensiva tiene virtualidad gra-
vemente perturbadora de la disciplina militar... Cualquier sol-
dado o marinero que desee desertar -especialmente en misiones
de combate o que entrafien algin riesgo- podré& abandonar su uni-
dad y declararse objetor sobrevenido e incluso no cumplir 1los
deberes inherentes a la situacién de libertad provisional man-
teniéndose en ignorado paradero, con la seguridad de que el
Tribunal Constitucional suspenderé su bGsqueda y captura cuando
Simplemente pida amparo aduciendo la falta de independencia de
todos los 6rganos de la Justicia militar, salvo (la) Sala Quin—’
ta del Tribunal Supremo". La resolucién que se impugna esté
cargada de un peligroso potencial contrario a la disciplina mi-
litar. El1 Tribunal, ciertamente, no puede responder de las in-
terpretaciones torcidas, interesadas o simplemente errdneas
acerca de sus resoluciones. Menos aun le es achacable la difu-
sién por los medios de comunicacién de este género de interpre-
taciones. Pero es igualmente cierto que en un régimen.
pluralista de libertad y democracia todos los Tribunales estén
obligados a tomar en consideracién los efectos sociales proba-
bles de sus resoluciones, "incluida su casi segura manipulacién
desconsiderada y potencialmente dafiina para los intereses gene-
rales".

b) La resolucién recurrida causa grave perturbacién
a la Justicia, porque da una prima al comportamiento
antijurfdico de quienes estén en situacién de libertad provi-
sional. La simple admisién de un amparo no puede operar "como
Jordén purificador de una violacién previa de las Leyes". Quien
pide el amparo de este Tribunal y solicita una medida cautelar
a su favor debe haber observado una conducta juridicamente
irreprochable en defensa de lo que cree su derecho". De otro
modo, la suspensién se convertiria en una incitacién a resis-
tirse al cumplimiento de resoluciones judiciales legalmente
irreprochables, como lo es la revocacién de la libertad provi-
sional de quien manifiesta, no compareciendo ante el Juez, su
desprecio por una Jurisdiccién prevista por la Constitucidn
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Este padecimiento del interés de la Justicia se in-
tensifica en el presente caso porque la rebeldia del inculpado
impide la prosecucién de la causa (arts. 407 y siguientes de la
Ley Procesal Militar, especialmente el art. 409), con lo que
carece de toda trascendencia préctica el que se deniegue 1la
suspensién de la resolucién que ordené la entrega de los autos
al Fiscal.

C) Con caricter subsidiario, el Abogado del Estado
pide la modificaciérn’ de la medida cautelar concedida, en el
sentido de revocarse la suspensién, seglin permite el art. 57
LOTC. El1 fundamento juridico 2¢, dltimo p&rrafo, del Auto de
suspensién configura a ésta como una suerte de situacién de li-
bertad provisional en que el actor, beneficiado con la medida
cautelar, debe cumplir los deberes que le impone el art. 233 de
la Ley Procesal Militar. Pues bien: pese al tiempo transcurrido
desde que se dicté el Auto de suspensién, el actor no se ha
presentado ante el Juez militar competente. Este incumplimien-
to, por segunda vez, de lo dispuesto en el art. 233 I de la Ley
citada constituye una circunstancia szrevenida que justifica
la modificacién -mediante su revocacién- de la medida cautelar.

Concluye el Abogado del Estado su escrito con la
sGplica de que se estime el recurso interpuesto y se deje sin
efecto la suspensién concedida, y subsidiariamente que se modi-
fique la medida cautelar con revocacién de la suspensién otor-

gada.
E 8. Mediante providencia de 23 de Jjulio de 1992,
s acordé la Seccién tener por recibido el precedente escrito del
.E' Abogado del Estado y entregar copia simple del mismo al Minis-
% terio Fiscal y al Procurador Sr. Ruiz Esteban, para que en el
:§ término de tres dias alegasen lo qQue estimaran pertinente en

relacién con el recurso formulado.
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que el Abogado del Estado reproduce sustancialmente los argu-
mentos esgrimidos en el trémite del art. 56 LOTC. Tales razona-
mientos no fueron aceptados por el Tribunal y deben ser recha-
zados ahora por idénticas razones.

En cuanto a la modificacién que se solicita al am-
paro del art. 57 de la LOTC, lo cierto es que no se acredita la
existencia de ninguna circunstancia sobrevenida. La no presen-
tacién del solicitante de amparo ante el Juez Militar se afir-
ma, pero no se prueba.

En consecuencia, el recurso de sUplica debe ser
desestimado.

_ Ahora bien, el art. 52.1 de la LOTC dispone que en
los recursos de amparo intervendrd el Abogado del Estado "si
estuviera interesada la Administracién Piblica". El interés de
la Administracién militar por evitar situaciones de impunidad,
siquiera sea momentédnea, en casos de desercién de los incorpo-
rados a filas, sobre todo en momentos como el presente, en que
vienen a reproducirse situaciones similares a las del caso de
autos, es evidente.

Desde esta O6ptica, entiende el Ministerio Fiscal
que el escrito del Abogado del Estado pone de relieve las difi-
cultades de ejecucién que puede conllevar el Auto de suspensién
al que su informe se refiere. Entra en juego, pues, el art. 92
de la LOTC, segln el cual este Tribunal podré& resolver las in-
cidencias de la ejecucién de sus resoluciones en actos poste-
riores. En aplicacién de dicho precepto, considera el Fiscal

UNE A-4

que, habida cuenta de las dificultades gque puede conllevar la
puesta en préctica del Auto de suspensién del pasado 20 de ju-
lio, cabe que el Tribunal dicte nuevo Auto que facilite la eje-
cucién del anterior, declarando, en la misma linea en €l
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mantenida, que el solicitante de amparo debe efectuar las com-
parecencias previstas en el art. 233 de la Ley Procesal Militar
Y que los incumplimientos que de futuro se produzcan pueden
acarrearle una nueva orden de prisién; no ya la suspendida por
este Tribunal, sino la derivada de su desobediencia a los man-
datos judiciales, avalada por las previéiones expresas del Auto
del 20 de julio en el pérrafo penQltimo de su segundb fundamen-
to juridico.

10. Con fecha de 30 de julio, se extendié diligen-
cia para hacer constar que, transcurrido el plazo concedido al
Procurador Sr. Ruiz Esteban para formular alegaciones, no se
habfa presentado escrito alguno por dicha representacién.

II1.- AMENT RIDI

1. En su recurso de sGplica, el Abogado del Estado
funda su pretensién de que se deje sin efecto la suspenseién
concedida en una doble motivacién: por una parte, el amparo no
perderia su finalidad; por otra, la medida adoptada en el Auto
recurrido causa perturbacién grave de los intereses generales.

Respecto a lo primero, la resolucién de este Tribu-
nal objeto de impugnacién, teniendo en cuenta la indole del
Auto del Juzgado Togado Militar niGm. 18 de 5 de agosto de 1991,
que acordé la prisién preventiva del demandante de amparo, con-
sideré procedente otorgar la suspensién solicitada para evitar
la pérdida de finalidad del amparo impetrado, que de otro modo
se produciria en la hipétesis de una Sentencia estimatoria del
recurso interpuesto, dictada cuando dicho demandante ya hubiera
sufrido, total o parcialmente, la prisién cautelarmente decidi-
da. Tal apreciacién resulta habitual en la préctica del Tribu-
nal Constitucional cuando se trata de medidas o penas privati-
vas de libertad (asi, v.g., AATC de 22 de junio y 6 de julio de




TRIBUNAL
CONSTITUCIO

Y v

UNE A-4

"Papel de Oficio

_10_
0 04439783

1992, RR.AA. nGms. 2588/1991 y 550/1992, respectivamente) y a
la misma no cabe oponer convincentemente que el solicitante de
amparo no haya invocado la vulneracién del derecho fundamental
que proclama el art. 17.1 C.E., segin aduce el Abogado del Es-
tado. La finalidad del amparo constitucional -y, correlativa-

mente, la UGnica pretensién admisible en este tipo de proceso-

es, ciertamente, la de restablecer o preservar los derechos o
libertades por razén de los cuales se formula el recurso (art.
41.3 LOTC), restablecimiento que ha de disponer la Sentencia
estimatoria del mismo (art. 55.1 c¢] LOTC). Ahora bien, al mar-
gen de las posibilidades que el art. 84 de la LOTC ofrece en
orden a la ampliacién de los motivos de amparo planteados en la
demanda, el restablecimiento mencionado frente a una decisién
de privacién de libertad va ejecutada y a la que se hubiera
considerado lesiva de los derechos alegados por el actor, de
circunscribirse a la pura anulacién de aquella decisién, no da-
ria satisfaccién a la finalidad que preside este cauce proce-
sal, inutilizando o restringiendo parcialmente el alcance efec-
tivo de la eventual estimacién del recurso.

Cuestiédn distinta es que, suspendida la medida cau-
telar impugnada en amparo, el demandante se hiciera acreedor,
por incumplir las obligaciones derivadas de su situacién de 1i-
bertad provisional, a una nueva decisién de prisién preventiva
(art. 233 II de la Ley Procesal Militar), la cual no seria, 16-
gicamente, objeto del presente proceso ni podria, en consecuen—
cia, frustrar la finalidad del amparo en él1 impetrado.

2. Pbr lo que concierne a la supuesta perturbacidn
grave de los intereses generales alegada por el Abogado del Es-
tado, la misma no se advierte a partir de los argumentos em-
pleados en el escrito del representante de la Administracién.
Desde luego, la preocupacién que subyace en su alegato es com—
pletamente legitima y atafie a los intereses generales de la De
fensa Nacional y de la Justicia. Sin embargo, los riesgos que

denuncia son, en este momento, de carlcter potencial y no ac-

tual o inminente, <careciendo, hoy por hoy, de entidad
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suficiente para primar sobre el interés del actor en que el am-
paro qQue ha formulado no pierda su finalidad. Ello sin perjui-
cio, por lo que al presente recurso respecta, de lo establecido
en el art. 57 de la LOTC y, en general, de la eventual aprecia-
cién de la perturbacién grave aducida en el supuesto de una
multiplicidad de acciones como la aqui ejercitada por el deman-
dante de amparo.

3. Solicita el Abogado del Estado de forma subsi-
diaria, y haciendo uso precisamente del referido cauce del art.
57 LOTC, la revocacién de la suspensién otorgada. De ello nos
ocuparemos inmediatamente, pero no sin antes rechazar la tesis.
del Ministerio Fiscal sobre la aplicabilidad del art. 92 de la
LOTC, pues no se trata aqui de resolver sobre las incidencias
de la éjecucién de una resolucién del Tribunal (el Auto de 20
de julio), sino acerca del mantenimiento o revocacién de dicha
resolucién, la efectividad de cuyo cumplimiento por el &érgano
judicial no constituye -bien légicamente, ademés- la cuestidén
planteada por el Abogado del Estado en su escrito de recurso.

4. La sGplica que, al amparo del art. 57 de la

‘LOTC, formula con carécter subsidiario el representante de la

Administracién tampoco puede ser acogida. Pretende el Abogado
del Estado que se revoque la concesién de la suspensidn otorga-
da por el Auto del 20 de julio al no haberse presentado el ac-
tor de este proceso ante el Juez militar competente no obstante
el tiempo transcurrido desde la emisién de tal Auto. "Este in-
cumplimiento, por segunda vez, de lo dispuesto en el art. 233 I
de la Ley procesal militar constituye, afirma el Abogado del
Estado, una circunstancia sobrevenida que Jjustifica la modifi-
cacién -mediante su revocacién- de la medida cautelar”.

Esta pretensién no resulta atendible. Por una par-
te, ha de destacarse el brevisimo lapso temporal que separa al
repetido Auto del escrito en que el Abogado del Estado insta la
aludida revocacién (de fecha 22 de julio). Pero no sélo se tra
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ta de esto. Si, como se advertia en el Auto que acorddé la sus-
pensién, las facultades conferidas al 6rgano judicial y las
obligaciones correlativas impuestas al procesado por el art.
233 de la Ley Procesal Militar no habrfan de verse afectadas
por la medida cautelar adoptada, es obvio que Unicamente a
aquel 6&rgano compete decidir, a través del ejercicio de wunas
facultades legales Qque permanecen incélumes, lo gque estime
pertinente acerca de la situacién del imputado en su caso
nuevamente incomparecido. La suspensién de la ejecucidén del
Auto del Juzgado Togado Militar nGm. 18 de 5 de agosto de 1991,
dictado en 1las Diligencias Preparatorias nGm. 18/2/91, no
entrafia el desapoderamiento pro futuro de dichas facultades
judiciales ni una sustraccién indefinida del procesado al
cumplimiento de las antes citadas obligaciones. Siendo ello
asi, la incomparecencia que el Abogado del Estado denuncia es
claro que ningin encaje puede tener en el concepto de
"circunstancias sobrevenidas" que emplea el art. 57 de la LOTC,
por lo que la pretensién deducida ha de resultar denegada

también por este motivo.

En virtud de lo expuésto, la Sala acuerda la deses-—
timacién del recurso de sGplica interpuesto por el Abogado del
Estado contra el Auto de la Sala Primera de este Tribunal de 20
de julio de 1992, asi como la denegacién de la pretensidn,
subsidiariamente formulada, de modificacién de 1la medida
cautelar de suspensién adoptada en el mencionado Auto.

Madrid, a siete de agosto de mil novecientos noven-
ta y dos.

el eV




